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RADICADO: 110014003009-2022-00038-00  

 
Bogotá D.C., treinta y uno (31) de enero de dos mil veintidós (2022) 

 
 
Decreto 2591 de 1991 y Decreto 306 de 1992 
Accionante: LILIA GÓMEZ TACUÉ 
Accionado: AUTOFINANCIERA S.A. 
Providencia: Fallo  

 
ASUNTO 

 
Procede el despacho a decidir de fondo la Acción de Tutela instaurada por LILIA GÓMEZ 
TACUÉ en contra de AUTOFINANCIERA S.A, bajo los postulados del artículo 86 de la 
constitución Nacional, el Decreto 2591 de 1991 y del Decreto 302 de 1992. 

 
ANTECEDENTES 

 
Procede el despacho a decidir de fondo la Acción de Tutela instaurada por la señora LILIA 
GÓMEZ TACUÉ en contra de AUTOFINANCIERA S.A. 
 
Señala la parte demandante que suscribió un contrato a través del sistema de autofinanciamiento 
comercial que adelanta la sociedad Autofinanciera S.A. para adquirir un vehículo de marca KIA, 
para lo cual, se programó una serie de cuotas y la participación en un sorteo de asignación o por 
la postulación directa para que sea adjudicado el vehículo pretendido. 
 
Indicó que el 7 de diciembre de 2021 elevó derecho de petición, mediante el cual solicitó que se 
le entregara copia de los sorteos y la conformación de los grupos cerrados de participantes en el 
que se encontraba la accionante y la asignación del vehículo en cada uno de los sorteos y la fecha 
y actas de las asambleas llevadas a cabo para los anteriores efectos. 
 
Finalmente, manifiesta que a la fecha la entidad accionada no ha dado respuesta alguna al  
derecho de petición elevado el día 7 de diciembre de 2021. 
 

ACTUACIÓN PROCESAL 
 
Admitida la acción, este Despacho ordenó la notificación de la accionada para que ejercieran su 
derecho de defensa.  
 
La entidad accionada contestó la demanda y se opuso a las pretensiones bajo el argumento que en 
ninguna de las actuaciones de la sociedad referente a las solicitudes de la señora Gómez Tacué se 
ha desconocido o vulnerado derecho fundamental a la petición y debido proceso, pues, sus 
requerimientos han sido respondidos en los términos dispuestos en la ley. 
 
Aduce que la accionada Autofinanciera, Colombia extendió a la accionante las alternativas con 
las que cuenta respecto de su plan, como lo son: (i) la suspensión hasta por 6 meses de su plan, de 
acuerdo con sus necesidades y posibilidades económicas y (ii) la cesión de sus derechos 
contractuales a un tercero interesado en adquirir un vehículo bajo el sistema del ahorro o compra 
programada. 
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Finalmente manifiesta que dada la naturaleza del vínculo contractual entre Autofinanciera y la 
señora LILIA GÓMEZ TACUÉ, la misma, cuenta con diversas vías de orden jurisdiccional 
ante las entidades competentes a las cuales podrá acudir en uso de su derecho al acceso a la a 
administración de justicia, por tanto, no es procedente la acción de tutela. 
 

CONSIDERACIONES 
 

1. DE LA COMPETENCIA  
 
Es competente este Despacho Judicial, para proferir sentencia dentro de la acción de tutela de la 
referencia, con fundamento en el artículo 86, en armonía con las normas contenidas en el Decreto 
2591 de 1991.  
 
2.  PROBLEMA JURÍDICO. 
 
¿De conformidad con los hechos esbozados anteriormente, este despacho entra a determinar si la 
entidad demandada desconoce los derechos fundamentales al de petición de la parte demandante 
al no dar respuesta a su solicitud de 07 de diciembre de 2021? 
 
3. MARCO JURÍDICO DE LA DECISIÓN. 

 
3.1. La acción de tutela se encuentra consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política 
como un mecanismo para la protección inmediata de los derechos fundamentales de las personas, 
cuando los mismos resulten vulnerados por la acción u omisión de las autoridades o de un 
particular, que preste “un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés 
colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado subordinación o indefensión” 
(Ib.), y no se cuente con otro mecanismo judicial para su salvaguarda. 
 
Por esta razón, la finalidad última de esta acción constitucional es lograr que el Estado, a través 
de un pronunciamiento judicial, restablezca el derecho fundamental conculcado o impida que se 
configure la amenaza que sobre él se cierne. 
 
3.2. En punto de determinar la procedencia de la acción de tutela, la jurisprudencia ha sido 
reiterativa en cuanto a su carácter residual y subsidiario, dado que el sistema judicial prevé 
diversos mecanismos de defensa ordinarios a los que pueden acudir las personas para la 
protección de sus derechos. En este sentido, el juez de tutela debe observar, con estrictez, cada 
caso concreto y determinar la existencia o no de otro medio judicial que sea idóneo para proteger 
el derecho amenazado; sin embargo, será procedente de manera transitoria ante la existencia de 
un perjuicio irremediable.  
 
La Corte Constitucional en cuanto a la subsidiariedad como requisito de procedibilidad de la 
acción de tutela, ha señalado lo siguiente:  
 

“De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando (i) 
no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea 
ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria 
cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia 
laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte 
ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la 
acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues 
en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales 
específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y 
a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, 
y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su 
carácter subsidiario y residual”.1 

 
Inclusive, se ha reiterado por la jurisprudencia que, 

 
1 Corte Constitucional. Sentencia T-041 de 2014. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 31 de enero de 2014. 
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En cuanto a la cualificación de los hechos que configuran la inminencia de un 
perjuicio irremediable, la jurisprudencia constitucional ha contemplado que ese 
perjuicio (i) debe ser inminente; (ii) debe requerir de medidas urgentes para ser 
conjurado; (iii) debe tratarse de un perjuicio grave; y (iv) solo puede ser evitado a 
partir de la implementación de acciones impostergables.  La caracterización de 
estas condiciones fue planteada por la Corte desde la sentencia T-225/93 y se ha 
mantenido de forma invariable en la jurisprudencia posterior.  Las reglas fijadas 
sobre el particular son las siguientes: 
  
6.1. El perjuicio ha de ser inminente: "que amenaza o está por suceder 
prontamente".  Con lo anterior se diferencia de la expectativa ante un posible daño 
o menoscabo, porque hay evidencias fácticas de su presencia real en un corto lapso, 
que justifica las medidas prudentes y oportunas para evitar algo probable y no una 
mera conjetura hipotética.  Se puede afirmar que, bajo cierto aspecto, lo inminente 
puede catalogarse dentro de la estructura fáctica, aunque no necesariamente 
consumada.  Lo inminente, pues, desarrolla la operación natural de las cosas, que 
tienden hacia un resultado cierto, a no ser que oportunamente se contenga el 
proceso iniciado.  Hay inminencias que son incontenibles: cuando es imposible 
detener el proceso iniciado.  Pero hay otras que, con el adecuado empleo de medios 
en el momento oportuno, pueden evitar el desenlace efectivo. En los casos en que, 
por ejemplo, se puede hacer cesar la causa inmediata del efecto continuado, es 
cuando vemos que desapareciendo una causa perturbadora se desvanece el efecto.  
Luego siempre hay que mirar la causa que está produciendo la inminencia. 
  
6.2. Las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser 
urgentes, es decir, como calidad de urgir, en el sentido de que hay que instar o 
precisar una cosa a su pronta ejecución o remedio tal como lo define el Diccionario 
de la Real Academia.  Es apenas una adecuación entre la inminencia y la respectiva 
actuación: si la primera hace relación a la prontitud del evento que está por 
realizarse, la segunda alude a su respuesta proporcionada en la prontitud.  Pero 
además la urgencia se refiere a la precisión con que se ejecuta la medida, de ahí la 
necesidad de ajustarse a las circunstancias particulares.  Con lo expuesto se verifica 
cómo la precisión y la prontitud dan señalan la oportunidad de la urgencia. 
  
6.3. No basta cualquier perjuicio, se requiere que éste sea grave, lo que equivale a 
la gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la 
persona.  La gravedad obliga a basarse en la importancia que el orden jurídico 
concede a determinados bienes bajo su protección, de manera que la amenaza  a 
uno de ellos es motivo de actuación oportuna y diligente por parte de las 
autoridades públicas.  Luego no se trata de cualquier tipo de irreparabilidad, sino 
sólo de aquella que recae sobre un bien de gran significación para la persona, 
objetivamente.  Y se anota la objetividad, por cuanto la gravedad debe ser 
determinada o determinable, so pena de caer en la indefinición jurídica, a todas 
luces inconveniente. 
  
6.4. La urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea 
impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo 
en toda su integridad.  Si hay postergabilidad de la acción, esta corre el riesgo de 
ser ineficaz por inoportuna.  Se requiere una acción en el momento de la 
inminencia, no cuando ya haya desenlace con efectos antijurídicos.  Se trata del 
sentido de precisión y exactitud de la medida, fundamento próximo de la eficacia 
de la actuación de las autoridades públicas en la conservación y restablecimiento de 
los derechos y garantías básicos para el equilibrio social. (C. Const. 956/13). 
 

Bajo los supuestos jurisprudenciales señalados, la Corte ha contemplado que la inminencia del 
perjuicio requiere que se presente un daño irreparable, inaplazable, que requiera estrictamente de 
soluciones inmediatas y urgentes, que se necesiten acciones ipso facto, es decir, que se 
compruebe realmente que la persona que invoca la acción no tiene otra forma de combatir esa 
amenaza la cual debe ser efectiva y real.  
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3.3. El derecho fundamental de petición está consagrado en el artículo 23 de la Constitución 
Nacional, el cual reza:  

 
“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades 
por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. 
El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para 
garantizar los derechos fundamentales.” 

 
En desarrollo de esa garantía, la ley 1755 del 30 de junio de 2015 establece reglas para el 
ejercicio del derecho de petición que deben observarse por la administración y todas las personas 
que hagan uso de ese mecanismo. Mediante esta ley el Legislativo introdujo importantes 
modificaciones a los artículos 13 a 33 de la primera parte de la ley 1437 de 2011 por la cual se 
expidió el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Así, el 
artículo 14º de la ley 1755 de 2015 estatuye: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción 
disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su 
recepción”. 

 
Es claro anotar para lo presente en el caso, que la ley mencionada requiere bajo su objeto que las 
personas tienen derecho “a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Por 
lo cual, respuestas de forma indebida y que carezcan de formalidades y fundamentos no pueden 
considerarse como satisfecha las solicitudes del peticionario. 
 
Al referirse a este derecho, la Jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sido reiterada en el 
sentido de señalar que no se agota y cumple con “cualquier respuesta”, sino que la respuesta debe 
ser clara, oportuna, concreta y de fondo de manera que siendo la decisión positiva o negativa a lo 
solicitado, definitiva el asunto objeto de la petición. 
 
En Sentencia T-831A/13 La jurisprudencia constitucional ha señalado que la respuesta a los 
derechos de petición puede ser favorable o no para el peticionario, y en todo caso (i) debe ser 
reconocido como un derecho fundamental que se encuentra en conexidad con la garantía de otros 
derechos fundamentales; (ii) debe ser resuelto en forma oportuna, esto es, dentro del término 
legal que se tiene para resolver; (iii) debe dársele una respuesta de fondo respecto de lo que se ha 
solicitado, de una manera clara, precisa y congruente; (iv) como ya se indicó en el párrafo 
anterior, debe ser dada a conocer al peticionario; y (v) se aplica por regla general a entidades 
públicas pero también a organizaciones privadas cuando la ley así lo determine. 

 
Por tanto, puede concluirse que el derecho de petición tiene un “núcleo fundamental ¨ [que] está 
constituido por: i) el derecho que tiene el peticionario a obtener una respuesta de fondo, clara y 
precisa y, ii) la pronta respuesta de parte de la autoridad solicitada. Por esto, resulta vulnerada 
esta garantía si la administración omite su deber constitucional de dar solución oportuna y de 
fondo al asunto que se somete a su consideración” (T-237 de 2016). 

 
Ahora bien, el Decreto 491 del 28 de marzo de 2020 “Por el cual se adoptan medidas de urgencia 
para garantizar la atención y la prestación de los servicios por parte de las autoridades públicas y 
los particulares que cumplan funciones públicas y se toman medidas para la protección laboral y 
de los contratistas de prestación de servicios de las entidades públicas, en el marco del Estado de 
Emergencia Económica, Social y Ecológica” en su artículo 5 estableció: 

 
“Ampliación de términos para atender las peticiones. Para las peticiones que se 
encuentren en curso o que se radiquen durante la vigencia de la Emergencia 
Sanitaria, se ampliarán los términos señalados en el artículo 14 de la Ley 1437 
de 2011, así:  

 
Salvo norma especial toda petición deberá resolverse dentro de los treinta (30) 
días siguientes a su recepción.  

 
Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:  

 
(i) Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de 
los veinte (20) días siguientes a su recepción.  
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(ii) Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en 
relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta y 
cinco (35) días siguientes a su recepción.  

  
Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí 
señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del 
vencimiento del término señalado en el presente artículo expresando los motivos 
de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará 
respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto en este 
artículo.   

 
Parágrafo. La presente disposición no aplica a las peticiones relativas a la 
efectividad de otros derechos fundamentales”. 

 
4. CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO 
 
La Corte Constitucional ha aclarado que el fenómeno de la carencia actual de objeto puede 
presentarse a partir de tres eventos, que a su vez conllevan consecuencias distintas: (i) el hecho 
superado, (ii) el daño consumado y iii) cuando se presenta cualquier otra situación que haga 
inocua la orden de satisfacer la pretensión de la tutela. En este sentido, la Sentencia T 488 del 12 
de mayo 2005, MP Álvaro Tafur Galvis, precisó que la primera se configura cuando “durante el 
trámite de la acción de tutela o de su revisión en esta Corte, sobreviene la ocurrencia de los 
hechos que demuestren que la vulneración de los derechos fundamentales, en principio 
informada a través de la instauración de la acción de tutela, ha dejado de ocurrir.”. 
 
Así mismo, nuestro tribunal constitucional ha sostenido que “es posible que la carencia actual de 
objeto no se derive de la presencia de un daño consumado o de un hecho superado sino de otra 
circunstancia que determine que, igualmente, la orden del juez de tutela relativa a lo solicitado 
en la demanda de amparo no surta ningún efecto, como cuando las circunstancias existentes al 
momento de interponer la tutela se modificaron e hicieron que la parte  accionante perdiera el 
interés en la satisfacción de la pretensión solicitada o ésta fuera imposible de llevar a cabo”.2 
 
Ahora bien, sobre el fundamento y naturaleza de la carencia actual de objeto por hecho superado 
la Corte Constitucional manifestó que: “…No obstante, cuando la situación de hecho que causa 
la supuesta amenaza o vulneración del derecho alegado desaparece o se encuentra superada, la 
acción de tutela pierde toda razón de ser como mecanismo más apropiado y expedito de 
protección judicial, por cuanto que la decisión que pudiese adoptar el juez respecto del caso 
concreto resultaría a todas luces inocua, y por consiguiente contraria al objetivo 
constitucionalmente previsto para esta acción”3. 
 
Siguiendo con lo dicho y en lo que respecta a la consumación del hecho superado durante el 
estudio de la petición de amparo ante los jueces de instancia, la Corte Constitucional determinó 
que “…en la motivación del fallo pueden incluir un análisis sobre la violación alegada por el 
accionante conforme al artículo 24 del Decreto 2591 de 1991,4 cuando se considere que la 
decisión debe llamar la atención sobre la falta de conformidad constitucional de la situación que 
originó la tutela, para reprobar su ocurrencia y advertir sobre su no repetición, so pena de las 
sanciones pertinentes. En tales casos la providencia judicial debe incorporar la demostración de 
la reparación o la cesación de la situación de amenaza de violación del derecho antes del 
momento del fallo”5. 
 
De este modo, se entiende por hecho superado la circunstancia que se presenta durante el trámite 
de la acción de tutela donde sobreviene la ocurrencia de hechos que demuestran que la 
vulneración de los derechos fundamentales, informada a través del escrito de tutela, ha 

 
2 Sentencia T 585 del 22 de Julio de 2010. MP. Humberto Antonio Sierra Porto. 
3 Sentencia T 308 del 11 de abril de 2003. MP. Rodrigo Escobar Gil. 
4 “ARTICULO 24. PREVENCION A LA AUTORIDAD. Si al concederse la tutela hubieren cesado los efectos del acto 
impugnado (…) en el fallo se prevendrá a la autoridad pública para que en ningún caso vuelva a incurrir en las 
acciones u omisiones que dieron mérito para conceder la tutela, y que, si procediere de modo contrario, será 
sancionada de acuerdo con lo establecido en el artículo correspondiente de este Decreto, todo son perjuicio de las 
responsabilidades en que ya hubiere incurrido. El juez también prevendrá a la autoridad en los demás casos en que 
lo considere adecuado para evitar la repetición de la misma acción u omisión.” 
5 Sentencia T 021 del 27 de enero de 2014. MP. Alberto Rojas Ríos. 
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desaparecido. De esta forma, el juez de tutela, en caso de ser necesario, llamará la atención del 
accionado en aras de que las situaciones que pusieron en peligro los bienes jurídicos del 
accionante no vuelvan a repetirse. 
 
5. Hechos relevantes probados. 

 
Obra derecho de petición, remitido el 07 de diciembre de 2021,  de octubre de 2021 por la parte 
accionante y dirigido a AUTOFINANCIERA S.A.., mediante el cual solicitó: 

 
“que se le entregara copia de los sorteos y la conformación de los grupos cerrados de 
participantes en el que se encontraba la accionante y la asignación del vehículo en cada uno de 
los sorteos y la fecha y actas de las asambleas llevadas a cabo para los anteriores efectos” 

 
Obra informe de la accionada en la que manifiesta que dio respuesta a la petición de la señora 
Gómez Tacué, como obra dentro del mensaje de datos adjunto, el día 14 de diciembre la sociedad 
remitió respuesta al correo informado por la accionante, es decir a la dirección de correo 
electrónico: carlosfelix5690@gmail.com.  
 
Por ende, este Despacho observa que en el presente caso nos encontramos frente al fenómeno que 
la jurisprudencia constitucional denomina carencia actual de objeto por hecho superado, dado 
que, entre el momento en que se radicó la petición de amparo y el momento en que se profiere 
esta sentencia, la entidad accionada respondió y remitió la contestación al correo electrónico del 
accionante. 
 
Así las cosas, se impone negar el amparo suplicado. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Noveno Civil Municipal de Bogotá D.C., administrando 
justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: DECLARAR LA CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO 
SUPERADO, en la presente acción constitucional presentada por la señora LILIA GÓMEZ 
TACUÉ, identificada con la cédula de ciudadanía número 34.569.187 de Popayán (Cauca),, 
quien actúa a nombre propio en contra de AUTOFINANCIERA S.A. 
 
SEGUNDO: Si esta decisión no fuera impugnada, envíese a la Honorable Corte Constitucional 
para su eventual revisión. 
 
TERCERO: NOTIFICAR por el medio más idóneo a las partes del contenido del fallo, librando 
para ello las comunicaciones de ley. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 

 

 
LUZ DARY HERNÁNDEZ GUAYAMBUCO 

Juez 
 
 


